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En  la  actualidad  en  que  todas  las  naciones  mantienen  relaciones 
de  amistad  y  comercio,  en  que  los  pueblos  se  reúnen  para  marchar 
de  común  acuerdo,  concentrando  sus  esfuerzos  para  poder  lograr  los 
fines  á  que  la  naturaleza  los  destina,  hoy  que  la  igualdad  y  la  frater- 
nidad guían  sus  actos,  es  de  gran  importancia  social  conocer,  deter- 
minar las  leyes  á  que  están  sujetos  los  extranjeros  en  sus  relaciones. 

La  condición  en  que  se  encontraban  en  la  antigüedad,  no  podía 
ser  más  bárbara:  sometidos  á  las  más  duras  arbitrariedades,  se  les 
negaban  todos  sus  derechos,  aún  aquellos  que  como  hombre  le  acom- 
pañan por  donde  quiera  que  dirija  sus  pasos,  porque  forman  parte  de 
su  propia  naturaleza,  de  su  personalida;d  humana. 

Triste  es  recordar  el  estado  en  que  se  tenía  al  extranjero:  donde 
no  se  le  combatía  y  esclavizaba,  se  le  aislaba  como  á  una  clase  infe- 
rior; lo  primero  hacían  los  pueblos  comerciantes  quienes  los  trataban 
como  á  enemigos;  lo  segundo  lo  practicaban  los   pueblos  teocráticos. 

Basta  recorrer  la  historia  de  algunos  países  para  cerciorarse  de 
lo  que  digo;  los  Hebreos,  la  Fenicia,  la  India  y  el  Egipto  fueron -im- 
placables en  su  destrucción,  unos  porque  dominados  por  las  castas  se 
creían  encargados  de  hacer  cumplir  la  voluntad  divina  y  no  recono- 
cían sino  inferiores  á  quienes  daban  la  muerte;  otros  porque  convir- 
tiendo el  comercio  en  una  guerra  de  ocupación  y  conquista  y  guiados 
por  el  lucro  veían  en  el  extranjero  un  enemigo  que  estorbaba  sus 
fines. 

En  la  Grecia  no  fué  menos  dura  su  condición;  la  protección  que 
hoy  se  les  da  y  á  que  tienen  derecho  como  miembros  de  la  humani- 
dad les  fué  negada  y  *si  más  tarde  se  les  reconoció  algunos  derechos 
fueron  consecuencia  de  los  tratados.. 

Roma  apenas  se  apartaba  de  la  conducta  seguida  por  los  demás 
pueblos:  guiada  por  una  ambición  desenfrenaba  y  por  el  espíritu  de 
dominación,  quería  absorberlo  todo  y  su  fuerza   destructora  la  lleva- 
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ba  al  logro  de  sus  fines;  nadie  .le  resiste  y  los  -vencidos  quedan  en  la 
condición  de  subditos:  no  es  sino  después  cuando  vienen  á  confundirse 
con  el  ciudadano  romano,  y  es,  cuapdo  á  éstos  invade  la  corrupción  y 
tenían  necesidad  de  atraerse  a  los  pueblos:  entonces  modifican  sus 
ieyes,  y  la  inhumanidad  con  que  antes  fueran'  tratados  á  los  que*  se 
veía  como  enemigos,  cambió  dulcificando  un  tanto  su  condición. 

■    Excluidos  de  todo  derecho  los  extranjeros,  sin  familia  ni -hogar, 
.se  íes  prohibía  testar  y  á  su  fallecimiento  stfs  bienes  eran  declarados 
libres  ó  se  entregaban  al  soberano,  ó  á  su  Señor  en  el  régimen  feu- 
dal, que  no  admitía  en.  sus  dominios   sino  vasallos,  pues  entonces  ha- 
bitante y  siervo  eran  equivalentes  en  su  significación. 

Cuando  el  feudalismo  decae  y  su  autoridad  es  sustituida  por  la 
de  los  reyes,  las  relaciones  internacionales  se  manifiestan  de  distinta 
manera,  el  habitante  cambia  de  condición,  sus  derechos  son  recono- 
cidos y  con  ellos  su  personalidad. 

La  ley  del  progreso  abriéndose  de  día  en  día  paso  en  las  institu- 
•ciones  llega  á  igualar  en  ciertos  derechos  á  los  extranjeros  con  los 
nacionales.  Podían  adquirir  bienes  y  en  esto  se  equiparaban;  pero 
como  casi  todo  cambio  es  lento  é  incompleto,  así  la  propiedad  de  los 
extranjeros  fué  restringida  por  leyes  odiosas. 

El  extranjero  podía  adquirir,  pefo  á  su  muerte  no  podía  disponer 
de  sus  bienes  y  el  soberano  se  arrogaba  la  facultad  de  quedarse  con 
ellos.  Este  derecho  que  desde  la  edad  media  se  conoce  con  el  nom- 
bre de  aubana,  fué  ejercido  principalmente  por  los  feudales,,  desco- 
nociendo así  el  derecho  de  sucesión  que  en  la  actualidad  reconocen  en 
sus  instituciones  todos  los  pueblos  civilizados. 

En  Francia  é  Inglaterra  no  fuéla  equidad  la  que  inspiró  sus  le- 
yes; atendiendo  sus  propios  intereses,  regulaban  todos  los.  derechos 
de  los  extranjeros  con  impuestos,  y  el  derecho  de  aubana  ó  alviniago 
como  también  se  le  designa,  también  fué  implantado,  pues  cuando 
se  concedió  adquirir  tierras  á  los  extranjeros,  á  su  muerte  concluía  su 
dominio,  y  si  á  los  mercaderes  se  les  otorgaban  privilegios,  •  era  para 
favorecer  su  comercio. 

El  interés,  el  lucro  ó  para  atender  á  los  gastos  de  los  gobernan- 
tes, cuya  ambición   por  lo  regular  es  siempre  insaciable,  originó  los 
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impuestos  que  hacían  gravosa  la  condición  del  extranjero  y  también 
contrarios  á  unir  los  vínculos'. que  cada  día  se  forman  y  unen  á  las 
diferentes  naciones. 

Pero  viene  una  gran  conmoción  en  el  mundo  social,,  una  intensa' 
sublevación  cuyo  alcance  es  difícil  de  determinar,  pero  que  ejerce  in« 
fluencia  en-  casi  todas  las  manifestaciones  de  la  vida:  á  fines  del 
siglo  XVIII  la  revolución  francesa  hizo  se  convirtieran  en  realidad  los 
sueños  de  libertad,,  fraternidad  é  igualdad,  y  reconociendo  que  el 
hombre  tiene  derechos  que  son  inalienables,  quitó  las  restricciones 
que  pesaban  sobre  el  derecho  de  propiedad,  aboliendo  el  6  de  agosto 
de  1790  el  derecho  de  aubana  y  en  1791  declaró  que  los  extranjeros 
podían  heredar  á.un  francés. 

Hoy  nadie  niega  el  derecho  de  propiedad  que  el  hombre  tiene 
sobre  las  cosas,  y  este  derecho  que  estimula  el  trabajo  y  consolida 
los  vínculos  de  las  familias,  tiene  por  caracteres  la  adquisición  y  la 
libre  disposición  de  los  bienes  y  siendo  la  sucesión  una  de  sus  rtianifes- 
taciones  ¿qué  ley  debe  regir  al  extranjero?  he  ahí  el  objetó  á  que  se 
refiere  el  trabajo  que  someto  á  vuestra  consideración. 


La  sucesión,  testada  ó  intestada  de  una  persona  que  muere  en 
el  extranjero,  ofrece  uno  de  los  problemas  más  interesantes  del  dere- 
cho internacional  privado. 

Supongamos  que  un  español  domiciliado  en  Guatemala,  muere 
en  este  país  dejando  bienes  aquí  y  en  España.  ¿Qué  ley  habrá  de 
aplicarse,  á  la  sucesión  ? 

Si  el  difunto  no  otorgó  testamento  ¿quiénes  serán  sus  herederos 
legales,  los  llamados  por  la  legislación  española,'  ó  los  designados. por 
la  legislación  guatemalteca?  ' 

Si  por  el  contrario  otorgó  testamento,  y  si  como  es  la  verdad,  en 
tanto  que  la  legislación  española  ha  adoptado  el  sistema  de  las  legí- 
timas, nuestra  legislación  reconoce  la  libertad  de  testar,  ¿cómo  resol- 
ver el  conflicto,  si  el  testador  dispuso  de  sus  bienes  acogiéndose  á  la 
ley  guatemalteca  sin  respetar  las  legítimas  creadas  por  la  ley  de  su 
nacionaUdad? 


El  estudio  de  todas  estas  cuestiones  es  tanto  más  importante 
cuanto  que  ni  en  el  terreno  puramente  científico  han  recibido  una 
solución' uniforme  y  menos  todavía  en  las  legislaciones  positivas. 

Bajo  la  influencia  de  la  antigua  teoría  de  los  Estatutos,  los  más 
notables  jurisconsultos  han  optado  por  la  preeminencia  del  lugar  en 
que  están  situados  los  bienes. 

No  faltan  autores  que  se  inclinan  por  dar  la  supremacía  al  Esta- 
tuto personal,  sin  hacer  distinciones  entre  bienes  muebles  é  inmuebles. 

Ni  aún  en  los  Congresos  internacionales  de  derecho  internacio- 
nal privado,  se  han  dado  sobre  esta  materia  soluciones  idénticas. 

En  las  Conferencias  de  Montevideo  celebradas  en  1889,  confe- 
rencias en  que  se  adoptaron  los  principios  más  avanzados  de  derecho 
internacional  Hispano-Americano,  en  punto  á  sucesiones,  sus  miem- 
bros se  plegaron  á  la  vieja  doctrina.  Los  artículos  44  y  45  de  las 
resoluciones  adoptadas  establecieron  la  supremacía  del  Estatuto  real 
para  las  sucesiones. 

El  Congreso  Pan-Americano  reunido  en  Washington  en  1890, 
no  hizo  -más  que  adoptar  las  conclusiones  de  las  conferencias  de 
Montevideo. 

Por  el  contrario  en  las  conferencias  de  derecho  internacional 
privado  celebradas  en  la  Haya  en  1893,  sus  miembros  dieron  un  paso 
más  avanzado  insinuando  la  conveniencia  de  dar  -la  supremacía  á  la 
ley  de  la  nacionalidad  del  causante. 

A  este  respecto,  el  profesor  Laine  de  la  Facultad  de  Derecho  de 
París,  haciendo  comentarios  de  la  conferencia  últimamente  citada 
decía  con  mucha  razón:  "Una  reforma  atrevida  se  ha  introducido 
primero  en  el  Código  italiano  y  después  en  el  Código  español:  se 
aplicará  á  las  sucesiones  y  á  los  testamentos  la  ley  nacional  del  difun- 
to; sin  distinción  sobre  bienes  muebles  ó  inmuebles." 

Y  en  efecto,  tratándose  de  legislaciones  positivas,  sólo  los  Códi- 
gos italiano  y  español  que  yo  sepa  establecen  la  doctrina  que  voy  á 
tener  el  honor  dé  sustentar  y  que  á  mi  juicio  es  la  que  debiera  adop- 
tarse por  todos  los  códigos:  las  sucesiones  legitimas  ó  testamentarias, 
asi  respecto  al  orden  de  -sucesión,  como  á  la  cíiantia  de  los  derechos 
sucesorios,  y  á  la  validez  intrínseca  de  sus  disposiciones  se  regularán 
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por  la  ley  nacional  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  cualesquiera 
que  sea  la  naturaleza  de  los  bienes  y  el  país  en  que  se  ^nctientren. 

Este  precepto  contenido  en  el  artícuio  lo  del  Código  Civil  espa- 
ñol, no  debe  tener  más  que  una  excepción:  el  caso  en  que  tratándose 
de  bienes  inmuebles,  la  aplicación  de  la  ley  de  la  nacionalidad  vinie- 
ra á  violar  una  ley  de  orden  público  en  el  país  en  donde  los  bienes 
estuviesen  situados. 

* 


La  claridad  y  el  método  en  el  desarrollo  de  esta  tesis  exigen  que 
consigne  previamente  algunos  principios  genérales  de  derecho  inter- 
nacional privado. 

La  antigua  doctrina  de  los  Estatutos  no  es  ya  en  la  conciencia 
del  derecho  internacional  privado  más  que  un  recuerdo.  En  su  lugar 
hemos  visto  surgir  nuevas  é  ingeniosas  teorías;  pero  ninguna  de  ellas 
puede  prescindir  de  las  siguientes  consideraciones: 

En  toda  cuestión  de  derecho  internacional  privado,  la  duda  no 
puede  existir  sino  en  relación  con  la  naturaleza  territorial  ó  extra-te- 
rritorial de  la  ley  que  se  trate  de  aplicar.  Si  la  ley  es  territorial  en 
cada  país,  todos  sus  habitantes  están  sujetos  á  ella,  sin  que  sea  per- 
mitido distinguir- entre  nacionales  y  extranjeros,  entre  domiciliados  y 
no  domiciliados.  Si  la  ley  es  extra-territorial  sus  efectos  son  contra- 
rios, la  ley  sigue  á  la  persona  de  tal  manera  que*  lo  que  decidiría  su 
aplicación  no  es  el  lugar  en  que  se  aplica  sino  á.la  persona  á  quien  se 
aplica. 

Apliquemos  estas  consideraciones  á  los  conflictos  que  puedan 
originarse  de  dos  leyes  divergentes  ó  contradictorias  promulgadas 
por  naciones  diferentes. 

Si  cada  Estado  pretendiera  en  su  administración  de  justicia  la 
absoluta  aplicación  de  sus  Iqyes,  daría  esto  lugar  á  conflictos  inso- 
lubles. 

De  aquí  la  necesidad  de  que  cada  nación  Se  vea  obligada  por  la 
fuerza  natural.de  las  cosas  á  buscar  un  medio  pacífico  dé  resolver  el 
conflicto. 

* 
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Tres  son  las  teorías  que  se  disputan  el  modo  de  resolver  los  con- 
flictos á  que  dá  lugar  la  sucesión  de  los  extranjeros:  la  primera  consi- 
derando la  propiedad,  la  herencia,,  como  parte  de  la  personalidad  del 
difunto,  somete  todos  los  derechos  hereditarios  á  la  ley  misma  á  que 
se  halla  sujeto.  La  segunda:  hace  depender  los  derechos  de  la  heren- 
cia á  la  ley  territorial,  regulando  el  derecho  hereditario  por  las  leyes 
del  país  donde  están  situados  los  bienes.  La  tercera,  es  una  doctrina 
mixta,  que  consiste,  en  aplicar  el  Estatuto  personal  para  los- bienes 
muebles  y  el  real  á  los  inmuebles. 

Cuando  prevalecía  el  régimen  feudal  y  las  personas  no  tenían 
más  que  el  derecho  de  uso  y  no  el  de  propiedad,  no  era  extraño  que 
se  prohibiera  la  sucesión  á  los  extranjeros  y  esta  tradición  continuó 
en  tiempo  de  los  reyes  que  considerando  esa  institución  de  derecho 
civil  se  permitía  únicamente  á  los  ciudadanos  el  derecho  de  heredar 
porque  sólo  ellos  gozaban  de  ese  derecho. 

Esta  teoría  fué  sustentada  por  jurisconsultos  notables.  El  Códi- 
go de  Napoleón,  subordinando  las  leyes  civiles  á  los  intereses  políti- 
cos negó  á  los  extranjeros  el  derecho  de  trasmitir  por  herencia  y  así 
se  implantó  otra  yez  el  derecho  de  atibana,  que  considerando  al 
extranjero  como  incapaz  de  heredar,  se  le  prohibió  también  trasmitir 
por  testamento  ó  abintestato  los  bienes  situados  en  Francia.  Esta 
ley  fué  derogada  en  1819,  y  aunque  ello  se  hiciera  con  una  mira  par- 
ticular evitando  la  emigración  de  los  extranjeros,  siempre  fué  un 
paso  de  adelanto  que.se  consignó  en  la  fórmula  siguiente:  '•  los  extran- 
jeros tendrán  el  derecho  de  suceder  y  de  disponer  de  sus  bienes  de 
la  misma  manera  que  los  franceses "  quedando  por  consiguiente  la 
sucesión  de  los  bienes  que  estaban  en  el  territorio  pertenecientes  á 
extranjeros  regida  por  la  ley  del  país  cualquiera  que  fuese  el  lugar  de 
su  fallecimiento. 

Han  querido' justificar  su  sistema  íjicíendo  que  la  sucesión  forma 
parte  del  Estatuto  real  y  que  los  inmuebles  deben  regirse  por  la 
lex  rei  sitae.  '  . 

Regla,  es  esta  aceptada  por  la  generalidad  y  de  la  que  pocos  s-e 
han  apartado,  .entre  los  que  debemos  mencionar  á  los  legisladores  de 
Alemania,  quienes  establecen  que  la  sucesión  debe  regirse  por  la  ley 
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personal  ó  estatuto .  f)ersonal   porque  la   sucesión   debe  considerarse 
como  una  universalidad,  representada  por  el  mismo  difunto. 

Establecen  los  alemanes,  que  el  patrimonio  es  una  universalidad 
que  abarca  todos  los  derechos  de  la  persona:  que  no  puede  dividirse 
con  respecto  á  los  muebles  ó  inmuebles,  porque  todo  forma  una  uni- 
dad; y  que  por  consiguiente  no  puede  aceptarse  una  parte  y  negarse 
otra  ya  que  todos "  los  derechos  están  representados  por  el  mismo 
difunto  y  siendo  una  continuación  de  él  la  herencia,  debe  estar  suje- 
ta á  la  misma  ley  á  que  lo  estaba  la  persona. 

¿Qué  doctrina  debe  prevalecer? 

A.  mi  juicio  y  siguiendo  en  esto  la  opinión  de  Friore,  el  conflicto 
debe  resolverse  optando  por  la  ley  de  la  nacionalidad  del  difunto. 

En  efecto,  cuando  se  sucede  á  una  persona  por  testamento  .ó 
abintestató,  se  heredan  sus  derechois  y  obligaciones.  La  masa  here- 
ditaria forma  un  conjunto,  una  universalidad,  sin  relación  á  los  obje- 
tos particulares  que  la  componen.  Esa  universalidad  representa  al 
difunto,  aun  antes  de  la  adición  de  la  herencia,  y  cuando  el  heredero 
entra  en  su  posesión;  continúa  representando  á  su  causante. 

Si  la  herencia  es  como  la  continuación  de  la  personalidad  del 
causante,  la  personalidad  moral  en  que  éste  continúa  viviendo  debe 
seguirse  su  Estatuto  persofidl,  ya  que  ésta  es  la  ley  que  regula  el, 
estado  y  capacidad  de  la  persona  que  dá  al  hombre  un  ser  y  una 
condición  sin  relación  á  sus  cosas. 

El  Estatuto  personal,  dice  D'Aguesseau,  "es  la  ley  que  afecta  á 
ia  persona,  que  forma  lo  que  se  llama  su  estado,  que  la  hace  incapaz, 
no  de  disponer  de  tales  ó  cuales  bienes,  sino  de  contraer,  de  testar, 
de  ejecutar  tales  ó  cuales  actos:  de  suerte  que  el  acto  es  nulo  en  sí  é 
independiente  de  su  ejecución."  ' 

Es,  pues,  el  Estatuto  personal,  la  regla  que  hace  capaz  al 
individuo  de  contraer  matrimonio,  la  que  pone  á  la  mujer  bajo  el 
poder  del  esposo,  al  menor  bajo  la  patria  potestad,  la  que  establece 
la  capacidad  de  poder  trasmitir  por  herencia. 

La  ley  que  á  la  sucesión  rija,  debe  ser  una,  porque  dependiendo 
su  causa  de  las  relaciones  de  familia  y  de  la  voluntad,  no  puede  supo- 
nerse que  haya  tantas  voluntades,  cuantos  sean  los  países  en  quQ    se 
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encuentran  los  bienes  y  que  en  unos  aparezca  como  heredero  y  en 
otro  se  le  excluya  de  tal  calidad  como  sucedería  en  caso  contrario, 
contrariando  así  la  libre  disposición  expresa  ó  presunta  del  causante. 

La  regla  es  pues  la  de  que  "la  sucesión  y  de  los  derechos  á  ella 
debe  ser  aquella  á  que  están  sometidas  la  persona  y  las  relaciones  de 
familia  "  y  es  lo  más  natural  para  que  en  todas  partes  los  derechos 
de  las  personas  y  de  la  familia  tengan  el  valor  que  se  debe. 

Si  como  decía,  la  sucesión  abintestato  se  basa  en  la  voluntad 
presunta  del  difunto  (opinión  de  casi  todos  los  autores)  no  habiendo 
éste  conocido  por  regla  general,  otra  ley  que  la  del  lugar  de  su  domi- 
cilio, se  debe  reconocer  que  su  intención  fué  que  pasaran  sus  bienes 
inmuebles  á  sus  parientes  llamados  por  esta  ley,  porque  de  lo  contra- 
río habría  testado. 

•  La  generalidad  de  los  Estados  dan  valor  y  reconocen  los  testa- 
mentos otorgados  por  un  extranjero  en  su  patria  y  atienden  sus  for- 
mas que  prescriben,  y  esto  es  la  expresión  de  la  intención  del  difunto 
sancionada  por  su  ley  nacional. 

Dividir  ün.  caudal  en  diferentes  sucesiones  particulares  daría  lugar 
á  graves  inconvenientes  y  aun  más  para  los  acreedores. 

¿Qué^  objeto  se  propondría  un  Gobierno  en  aplicar  sus  leyes  á  la 
sucesión  del  extranjero,  si  el  nuevo  poseedor  queda  sujeto  á  las  obli- 
gaciones, derechos  y  cargas  inherentes  á  la  posesión  del  inmueble? 
Si  producen  sus  efectos  las  contribuciones  é  impuestos  que.  pesan 
sobre  el  inmueble,. importa  poco  á  un  Estado  quién  sea  la  persona 
heredera  de  un  inmueble;  y  por  otra  parte,  si  las  leyes  se  han  hecho 
para  los  subditos,  ¿por  qué  aplicarlas  á  los  extranjeros,  cuando  éstos 
no  atacan  él  interés  social? 

El  Estado,  como  encargado  dé  velar  por  las  personas,  que  lo 
componen,  es  el  llamado  á  regular  los  derechos  que  les  corresponden 
y  ejerciendo  sol)re  ellos  una  especie  de  tutela,  vé  por  sus  intereses,  y 
estas  leyes  que  cuidan  de  las  relaciones  de'  familia,  deben  ser  las  mis- 
mas para  la  sucesión. 

Por  estas  y, otras  razones  se  debe  admitir  "que  la  ley  reguladora 
de  la  sucesión  y  de  los  derechos  á  ella  relativos,  debe  ser  aquella  á 
que,están  sometidas  la  persona  y  las  relaciones  de  familia."     Esta  es 


—  is- 
la opinión  de  Friori,  autoridad  indiscutible  en  la  materia.  Tales  prin- 
cipios están  consignados  en  la  legislación  italiana  cuando  dice:  "Las 
sucesiones  legítimas  y  testamentarias,  ya  en  cuanto  al  orden  de  suce- 
der, ya  acerca  de  la  medida  y  límites  de  los  derechos  de  sucesión  y  á 
la  intrínseca  validez  de  las  disposiciones,  se  rigen  por  la  ley  nacional 
de  la  persona  de  cuya  herencia  se  trata,  cualquiera  que  sea  la  natu- 
raleza de  los  bienes  y  el  país  en  que  se  hallen."  Ya  he  citado  el 
artículo  I  o  del  Código  Civil  español  que  establece  lo  mismo. 

Contra  la  doctrina  que  he  sentado,  suele  oponerse  la  objeción 
de  que:  al  darse  aplicación  á  leyes  extranjeras  en  lo  que  se  refiere  á 
la  trasmisión  de  bienes  inmuebles,  se  afecta  la  soberanía  nacional. 

Esta  observación  no  es  exacta.  La  soberanía  nacional  no  se 
afecta  por  el  hecho  de  que  se  dé  aplicación  á  una  ley  extranjera, 
cuando  esto  constituye  una  excepción  justificada  por  la  necesidad, 
por  las  relaciones  cdhierciales,  por  los  principios  de  -derecho  interna- 
cional privado.  ¿Acaso  se  considera  afectada  la  soberanía  nacional 
cuando  se  reconocen  los  efectos  de  un  matrimonio  celebrado  en  el 
extranjero,  ni  cuando  los  Tribunales  aceptan  como  auténtico  un  tes- 
tamento otorgado  en  el  extranjero  conforme  solemnidades  externas 
del  país  en  que  se  ha  otorgado?  Pues  yo  no  veo  diferencia  entre  un 
caso  y  otro. 

Si  la  ley  extranjera  aplicable  á  la  sucesión  estuviera  en  pugna 
con  una  ley  nacional  del  orden  público,  entonces  estaríamos  en  el  ca- 
so de  excepción  que  he  sentado  desde  el  principio.  La  ley  extran- 
jera no  debía  aplicarse,  no  porque  afectara  la  soberanía,  sino  porque 
el  principio  de  aquiescencia  á  la  aplicación  de  leyes  extranjeras,  prin- 
cipio en  que  está  fundado  el  dereclío  internacional  privado,  tiene  un 
límite  infranqueable:  la  no  ejecución  en  el  Estado  de  actos  que  su 
legislador  considera  inmorales  ó  contrarios  á  sus  propios  intereses. 

Así  la  ley  que  regula  la  propiedad  puede  dividirse  en  dos  cate- 
gorías: la  una  se  encamina  á  defender  los  intereses  generales  de  la 
asociación  política,  tratando  de  consolidar  los  intereses  particulares 
con  los  intereses  públicos  del  Estado;  la  segunda  se  encamina  á  de- 
terminar los  derechos  de  las  personas  sobre  las  cosas  y  garantir  su 
ejercicio  considerado  con  relación  á  la  propiedad  y  á  la  familia. 

Así,  si  no  se  puede  admitir  que  una  ley  extranjera  tenga  autori- 
dad en  el  territorio  en  oposición  á  sus  leyes,  que  por  su  interés  pro- 
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pió  ha  establecido,  así  también  el  Estado  no  tiene  interés  en  impo- 
ner una  ley  á  los  extranjeros  para  que  puedan  ejercitar  sus  derechos 
que  son  consecuencia  de  sus  relaciones  de  familia. 

El  extranjero  puede  ejercitar  sus  derechos,  mientras  respete  el 
derecho  social  vigente,  y  para  decidir  la  extraterritorialidad  de  una 
ley  no  hay  que  indagar  si  es  la  persona  ó  la  cosa  su  objeto,  sino  que 
debe  atenderse  á  su  naturaleza,  sise  trata  de  defender  un  interés 
público  ó  solo  un  interés,  un  derecho  privado. 

Así  en  la  hipótesis  que  hice  al  comenzar  este  trabajo,  la  legisla- 
ción española  debería  aplicarse  en  Guatemala  á  las  sucesiones  de  sub- 
ditos españoles  que  falleciesen  en  este  país;  pero  si  el  testador  espa- 
ñol, disponiendo  de  sus  bienes  inmuebles  situados  en  Guatemala  ins- 
tituyera un  legado  en  favor  de  manos  muertas,  la  institución  habría 
de  ser  nula,  en  razón  de  que  nuestros  legisladores  consideran-  esa 
clase  de  instituciones  contrarias  á  los  intereses  nacionales. 


*     * 

•  Para  concluir,  permítaseme  decir  algo  sobre  nuestra  ley  en  lo  que 
se  refiere  á  la  sucesión  de  qué  he  venido  tratando. 

El  artículo  15  del  Código  Civil  refiriéndose  á  los  derechos  y  obli- 
gaciones que  nacen  de  los  contratos  y  testamentos  dice:  "Si  los  con- 
tratos ó  testamentos  de  que  habla  el  artículo  anterior,  fueren  otorga- 
dos por  un  extranjero  y  hubieren  de  ejecutarse  en  la  República,  será 
libre  el  otorgante  para  elegir  la  ley  á  que  haya  de  sujetarse  la  solem- 
nidad interna  del  acto  en  cuanto  al  interés  que  consista  en  bienes 
muebles."  Por  lo  que  respecta  á  tos  raíces,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  artículo  5?,  y  éste  dice:  "Respecto  de  los  bienes  inmuebles 
sitos  en  la  República,  regirán  las  leyes  guatemaltecas,  aunque  sean 
poseídos  por  extranjeros." 

Nuestra  legislación  sigue  como  casi  todas  las  demás,  aplicando  la 
escuela  antigua;  pero  es  de  esperarse  que  todas  ellas,  apartándose 
del  espíritu  de  conveniencia  y  utilidad  propia  que  las  guía,  den  paso 
á  los  capitales  principios  que  deben  sancionar  toda  ley,  es  decir,  á  la 
justicia  y  á  la  razón. 
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